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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
SEGUNDA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 14/2020 (10a.) 
 
ACTOS DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. NO TIENEN ESE CARÁCTER LAS 
DETERMINACIONES DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO, DERIVADAS DE UN 
CONCURSO DE OPOSICIÓN PARA LA PROMOCIÓN DE ASCENSO A UN NIVEL O CATEGORÍA SUPERIOR PARA 
LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN DEL ESTADO, CONSISTENTES EN LA NEGATIVA A OTORGAR UNA 
PLAZA AL QUEJOSO Y SU ENTREGA A UN TERCERO. De conformidad con el artículo 5o., fracción II, de la Ley 
de Amparo, y con diversos precedentes emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, uno de los 
requisitos que deben satisfacerse para considerar que un acto es de autoridad para efectos del juicio de 
amparo, consiste en que exista un ente de hecho o de derecho que establezca una relación de supra a 
subordinación con un particular. Ahora bien, las determinaciones de la Secretaría de Educación del Estado de 
Jalisco, derivadas de un concurso de oposición para la promoción de ascenso a un nivel o categoría superior 
para los trabajadores de la educación del Estado, consistentes en la negativa a otorgar una plaza al quejoso y 
su entrega a un tercero, no tienen el carácter de actos de autoridad para efectos del juicio de amparo, ya que 
la relación entre dicha Secretaría y los docentes o servidores de la educación que aspiran a ser promovidos o 
ascendidos a un nivel más alto dentro de la misma estructura educativa estatal es de coordinación y no de 
supra a subordinación, pues: a) Deriva de una relación laboral-burocrática entre el Estado como patrón (no 
como autoridad o ente superior) y el servidor público como trabajador; y, b) Del artículo 83 de la Ley General 
del Servicio Profesional Docente abrogada, se advierte que las diferencias en las relaciones de trabajo que 
surjan entre el personal al que se refiere la propia ley y las autoridades educativas y organismos 
descentralizados, se rigen por la legislación laboral aplicable y, en consecuencia, serán dirimidas ante los 
órganos jurisdiccionales competentes en esa materia, característica propia de las relaciones de coordinación, 
por lo que si el quejoso no está de acuerdo con el resultado del concurso de oposición o con sus consecuencias, 
puede impugnarlo por la vía laboral. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 449/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto en Materia Administrativa y 
Quinto en Materia de Trabajo, ambos del Tercer Circuito. 15 de enero de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Manuel Poblete Ríos. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 
75/2017, y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 7/2019. 
 
Tesis de jurisprudencia 14/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
veintinueve de enero de dos mil veinte. 
 
Ejecutorias 
Contradicción de tesis 449/2019. 
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Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de agosto de 2020, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL I.14o.T. J/5 L (10a.) 
 

TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, DEBIDO PROCESO Y MOTIVACIÓN ADECUADA. SON DERECHOS HUMANOS QUE 
LAS JUNTAS LABORALES TRANSGREDEN AL INCUMPLIR CON LA EXHAUSTIVIDAD Y CONGRUENCIA DEL 
LAUDO. Dichos derechos humanos de carácter procesal se violan en forma simultánea en atención al principio 
de interdependencia, previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
cuando la autoridad jurisdiccional responsable en materia laboral es omisa en determinar o pronunciarse en 
forma integral sobre alguna prestación o reclamación de carácter laboral contenida y acreditada mediante 
pruebas o presunciones legales en la demanda por parte del trabajador, toda vez que: 1) se resuelve en forma 
incompleta la litis (tutela judicial efectiva); 2) se omite o se valoran en forma fragmentada las pruebas 
relacionadas con la respectiva pretensión omitida contenida en la demanda (debido proceso laboral); y, 3) 
ello genera que el laudo sea incongruente por contener un pronunciamiento incompleto que afecta, en 
consecuencia, en forma injustificada las prestaciones o derechos laborales reclamados en demérito del 
trabajador (motivación adecuada), lo cual contraviene los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 
DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 1041/2019. 16 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Silva García. Secretario: César 
Adrián González Cortés. 
 
Amparo directo 1051/2019. 16 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Bonilla López. Secretaria: Ma. 
Perla Leticia Pulido Tello. 
 
Amparo directo 1078/2019. 30 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Silva García. Secretario: César 
Adrián González Cortés. 
 
Amparo directo 1255/2019. 7 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Tarsicio Aguilera Troncoso. Secretario: 
Miguel Ángel Reynaud Garza. 
 
Amparo directo 1266/2019. 7 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Tarsicio Aguilera Troncoso. Secretario: 
Mariano Escobedo Flores. 
 
Ejecutorias 
Amparo directo 1041/2019. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de agosto de 2020, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL I.16o.T. J/8 L (10a.) 

 

INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. AL RECLAMARSE EL PROTOCOLO PARA LA LEGITIMACIÓN DE LOS 
CONTRATOS COLECTIVOS EXISTENTES, CORRESPONDE A LAS DIRECTIVAS DE LAS ORGANIZACIONES 
SINDICALES LA CARGA DE LA PRUEBA RESPECTIVA. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 61, fracción 
XII, en relación con los diversos 5o., fracción I y 107, fracción I, todos de la Ley de Amparo, quien promueve 
un juicio de amparo tiene la carga procesal de acreditar su interés jurídico; motivo por el que no basta que la 
naturaleza del protocolo referido sea autoaplicativa pues, además, se requiere que cause perjuicio a la 
organización sindical quejosa. Así, para determinar si se causa perjuicio es indispensable verificar si el quejoso 
se halla o no en el supuesto hipotético de la disposición jurídica de que se trate, lo cual es materia de prueba, 
por lo que amerita el examen jurisdiccional de las pruebas que, en su caso, se aporten para tal extremo; de 
ahí que, por ejemplo, no basta la existencia de un sindicato para que todos los preceptos del ordenamiento 
que se reclama afecten su esfera jurídica, por ello es que resulta necesario verificar la naturaleza de las normas 
reclamadas, así como sus destinatarios, a fin de determinar si realmente existe una afectación, aunque no sea 
directa, en la esfera de derechos. Por tanto, no bastaría aducir ser titular de un derecho y que se alegue que 
el acto reclamado viola los derechos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y/o en los tratados internacionales, puesto que también debe acreditarse una afectación a la esfera jurídica 
de manera directa o en virtud de la especial situación que se tenga frente al orden jurídico; motivo por el cual 
corresponde al quejoso desde la presentación de la demanda de amparo y hasta el momento de la celebración 
de la audiencia constitucional, demostrar su interés jurídico que haga procedente el juicio; en el caso, por 
ejemplo, con las constancias que acrediten ser titular de un contrato colectivo de trabajo vigente. 
 
DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 257/2019. 22 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Erick Fernando Cano Figueroa, 
secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar 
las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, en relación con el 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que 
reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. 
 
Amparo en revisión 263/2019. 22 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Erick Fernando Cano Figueroa, 
secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar 
las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, en relación con el 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que 
reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. Secretaria: María Castañeda Rivera. 
 
Amparo en revisión 264/2019. 22 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Erick Fernando Cano Figueroa, 
secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar 
las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, en relación con el 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que 
reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. 
 
Amparo en revisión 278/2019. 29 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos García Campos, 
secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar 
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las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, en relación con el 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que 
reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. Secretario: Jorge Dimas Arias Vázquez. 
 
Amparo en revisión 265/2019. 30 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Ismael Maitret Hernández. 
Secretario: Gersain Lima Martínez. 
 
Ejecutorias 
Amparo en revisión 257/2019. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de agosto de 2020, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA XIII.1o.P.T.3 L (10a.) 
 
SINDICATOS. LA FACULTAD ADMINISTRATIVA DE LA AUTORIDAD LABORAL, DE TOMAR NOTA DE LAS ALTAS 
Y BAJAS DE SUS MIEMBROS, NO COMPRENDE EL ANÁLISIS DE LEGALIDAD DEL PROCEDIMIENTO DE 
EXPULSIÓN DE ALGUNO DE ELLOS. De una interpretación armónica de los artículos 356, 365, 366, 368, 370, 
371 y 377 de la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el 30 de abril de 2019, la facultad de la autoridad laboral, 
en sede administrativa, de tomar nota de las altas y bajas de los miembros de los sindicatos, que éstos tienen 
obligación de informarle, cada tres meses, por lo menos, conforme al artículo 377, fracción III, del mismo 
ordenamiento legal, se agota con la confrontación de los lineamientos establecidos en los estatutos 
respectivos o, subsidiariamente, los previstos en la ley de la materia, con los que conste en las actas 
debidamente requisitadas exhibidas ante la misma, para otorgar certidumbre de lo ahí asentado; sin que la 
autoridad laboral pueda realizar investigaciones –de oficio o a petición de parte– sobre irregularidades de los 
hechos mencionados en dichas actas o pronunciarse sobre su validez, lo cual, en su caso, puede controvertirse 
por vía jurisdiccional por quien considere afectados sus derechos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 252/2019. 28 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: David Gustavo León Hernández. 
Secretaria: Reyna Oliva Fuentes López. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA VII.2o.T.285 L (10a.) 
 

VACACIONES, PRIMA VACACIONAL Y AGUINALDO. SI SE DEMANDA SU PAGO CONFORME A UN CONTRATO 
COLECTIVO DE TRABAJO PERO SE CONDENA EN LOS TÉRMINOS QUE PREVÉ LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, 
DADA LA INAPLICACIÓN DE LA NORMA EXTRALEGAL CORRELATIVA, EL LAUDO RESPECTIVO NO ES 
INCONGRUENTE, AL NO IMPLICAR VARIACIÓN DE LA ACCIÓN. De conformidad con los artículos 841 y 842 de 
la Ley Federal del Trabajo, los tribunales tienen obligación de emitir los laudos a verdad sabida y buena fe 
guardada, apreciando los hechos en conciencia, sin necesidad de sujetarse a reglas o formulismos sobre 
estimación de pruebas, pero expresando los motivos y fundamentos legales en que se apoyen; además de 
que los laudos deben ser claros, precisos y congruentes con la demanda, contestación y demás pretensiones 
deducidas en el juicio oportunamente. Así, cuando el tribunal condena al pago de vacaciones, prima 
vacacional y aguinaldo a favor del trabajador acorde con lo establecido por la Ley Federal del Trabajo y no en 
los exactos términos en que fueron reclamadas, esto es, sólo por citar un ejemplo, aplicable a cualquier otro 
caso similar, conforme a las cláusulas respectivas del contrato colectivo de trabajo relativo al bienio "2015-
2017", celebrado entre el Instituto Mexicano del Seguro Social y el Sindicato Nacional de Trabajadores del 
Seguro Social, no puede estimarse que el laudo sea incongruente, puesto que tales prestaciones no pierden 
su naturaleza legal, al estar previstas en los artículos 76 a 81 y 87 de la aludida Ley Federal del Trabajo; ello, 
con independencia de que se hubiesen reclamado por una cantidad mayor a la prevista en esta última 
legislación, pues ello tampoco implica una variación de la acción deducida, en tanto las prestaciones laborales 
son las mismas. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 390/2019. 5 de diciembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. 
Secretaria: Silvia Valeska Soberanes Sánchez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.6o.A.17 A (10a.) 

 

TRANSPARENCIA EN SU VERTIENTE DE PUBLICIDAD DE LA INFORMACIÓN. CONSTITUYE UN PRINCIPIO 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 134 DE LA CONSTITUCIÓN QUE DEBE OBSERVARSE EN TODA CONTRATACIÓN EN 
QUE INTERVENGAN RECURSOS O BIENES PÚBLICOS, ASÍ COMO TAMBIÉN EN CONCURSOS PÚBLICOS CUYO 
OBJETO ES EL OTORGAMIENTO DE UNA AUTORIZACIÓN O PERMISO DEL ESTADO. El artículo 134 de la 
Constitución Federal prevé el principio de transparencia en la gestión, destino y ejercicio de los recursos 
públicos; así, toda contratación, adquisición, arrendamiento, enajenación o prestación de servicios de 
cualquier naturaleza en donde intervengan recursos o bienes públicos, deberá realizarse a través de un 
procedimiento público, en el que medie una convocatoria pública para que los interesados puedan libremente 
presentar sus posiciones a través de un sobre cerrado. Ahora, el principio de transparencia en este tipo de 
actuación de la administración, en su vertiente de publicidad de la información, es de la mayor relevancia, en 
tanto que constituye una premisa del procedimiento impersonal (dirigido a todo público) exigido como regla 
general en los concursos del Estado y, por tanto, como una obligación activa de las autoridades, para dotarlo 
de operatividad, debe garantizar el acceso completo y público a toda la información de los bienes, recursos, 
objetivos y lineamientos materia y fundamento de la licitación o concurso. Principio que no sólo busca 
garantizar la concurrencia de los interesados y, por ende, la formulación de las mejores propuestas posibles 
para lo concursado, sino además: a) La operatividad del principio de igualdad como fundamento de un 
procedimiento dirigido a todo público; b) La seguridad jurídica en cuanto a que todos los interesados puedan 
conocer "las reglas del juego" desde su llamado hasta la formulación y evaluación de sus ofertas, a fin de 
decidir si se encuentran en condiciones o no de formular una propuesta; y más importante aún; c) El escrutinio 
de la sociedad en general, a fin de lograr que la colectividad pueda encontrarse informada y, por tanto, 
verificar qué es lo que se concursa, cómo se concursa, a quiénes va dirigido y cuáles son los lineamientos o 
exigencias que establece el Estado para dar cumplimiento a los diversos principios de eficiencia, eficacia, 
economía, honradez y mejores condiciones que deben observarse en dichos procedimientos. Más aún, si bien 
este principio está dirigido expresamente a los procedimientos de licitación en donde intervienen de manera 
directa recursos o bienes públicos, resulta exigible también en procedimientos homólogos cuya finalidad es 
el otorgamiento de una autorización o permiso a través de un concurso público, así sea que una vez que se 
otorgue tal autorización o permiso el Estado no vaya a ejercer o aplicar directamente recursos públicos, ya 
que la concurrencia, la igualdad, la seguridad jurídica y el escrutinio de la sociedad en general cobran igual o 
mayor relevancia en estos casos, en tanto que lo que está en disputa es, generalmente, la prestación o 
explotación de un servicio público originalmente a cargo del Estado y a favor de todos los miembros de la 
sociedad, que deben encontrarse en posibilidad de conocer (salvo hipótesis excepcionales, temporales y 
justificadas de reserva) el ejercicio de las actividades desplegadas por las autoridades, para posibilitar una 
debida rendición de cuentas por parte de los órganos del Estado. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 556/2017. 11 de julio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. 
Secretario: Alberto Ramírez Jiménez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.6o.A.16 A (10a.)  
 
SANCIONES IMPUESTAS CON BASE EN LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN 
POSESIÓN DE LOS PARTICULARES Y SU REGLAMENTO. AL ANALIZARSE LA REGULARIDAD LEGAL DE LAS 
MISMAS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NO PUEDE ASUMIRSE COMO FINAL LA 
DETERMINACIÓN SOBRE LA PRESUNTA ILEGALIDAD DE UNA CONDUCTA REALIZADA EN EL PROCEDIMIENTO 
DE VERIFICACIÓN, PUES ES EN EL PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO DONDE A PARTIR DE LOS ELEMENTOS 
APORTADOS POR LAS PARTES, SE HACE LA CALIFICACIÓN DEFINITIVA DE LA CONDUCTA. De los artículos 59 
a 62 de la citada ley, así como 128 a 137 y 140 a 143 de su reglamento, se desprende que, a fin de verificar la 
existencia de infracciones a la regulación del tratamiento de datos personales en posesión de los particulares, 
así como su correspondiente sanción, existen dos procedimientos vinculados en forma sucesiva, a saber: 1) el 
procedimiento de verificación, y 2) el procedimiento de imposición de sanciones, cuyo objeto y materia deben 
distinguirse a fin de garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva cuando se pretenda combatir las 
determinaciones emitidas en uno y otro. En el procedimiento de verificación únicamente se recaba de manera 
unilateral la información y documentación que el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
y Protección de Datos Personales estime necesaria para establecer con aparente certeza los hechos 
denunciados o advertidos oficiosamente, a fin de resolver sobre la presunción, fundada y motivada de la 
existencia de infracciones; mientras que en el procedimiento de imposición de sanciones se da vista al posible 
infractor con los referidos hechos, a fin de que oportunamente manifieste lo que a su interés convenga, para 
luego analizar los hechos previamente fijados frente a las pruebas y argumentos de descargo presentados por 
el posible infractor, finalmente, se decide si quedaron acreditadas y actualizadas las infracciones que, en su 
caso, hubieran resultado presumibles a partir del procedimiento de verificación. Así, el procedimiento de 
verificación tiene por objeto comprobar el cumplimento de las disposiciones legales que rigen la protección 
de datos, mientras el de imposición de sanciones persigue, previo debate y fase probatoria, punir las 
infracciones que resulten probadas. Así, de impugnarse en la vía contenciosa una sanción impuesta por 
infracciones a la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares y su 
reglamento, deben atenderse los argumentos propuestos en contra de la regularidad legal de tal sanción, 
incluyendo aquellos en que se cuestione la legalidad de la infracción, sin que puedan desestimarse o 
considerarse inoperantes bajo el argumento de que la información debió ser impugnada de un diverso y 
anterior juicio contencioso en contra de la resolución de verificación –con independencia de si dicho medio 
de defensa se promovió o no–, pues es en el procedimiento de imposición de sanciones en el que 
precisamente se debate y se tiene por acreditada o no la realización de la conducta ilícita y no en el 
procedimiento de verificación. De lo contrario se desconocería la distinción de materia y objeto de estos dos 
procedimientos administrativos y se dejaría en estado de indefensión al sancionado, contrariando el derecho 
de tutela judicial efectiva, al no permitirle combatir lo que fue la materia de la resolución que impugna. 

 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 592/2017. 11 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. 
Secretaria: Tania Pamela Campos Medina. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.6o.A.15 A (10a.) 
 
SOLICITANTES DE RECONOCIMIENTO DE LA CALIDAD DE REFUGIADO. LA AFECTACIÓN EXTRAORDINARIA A 
SUS DERECHOS HUMANOS PERMITE MITIGAR EL RIGOR DEL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD QUE RIGE LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO Y CONSIDERARLO PROCEDENTE EN CONTRA DE LA NEGATIVA A 
RECONOCER TAL CALIDAD. Si bien en contra de la resolución de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados 
que niega la calidad de refugiado existe la posibilidad de impugnar tal negativa a través del juicio contencioso 
administrativo, puede también ser procedente el juicio de amparo indirecto. Esto, pues al tratarse de 
solicitantes de refugio, de entrada están de por medio situaciones que ponen en peligro la vida o libertad de 
las personas o su permanencia en el país; riesgos éstos que, por un lado, activan las reglas procesales 
diferenciadas que establece la Ley de Amparo para casos de urgencia o los referidos como actos que afectan 
de modo extremo y/o extraordinario los derechos humanos de las personas; diferenciación procesal que, a su 
vez, atiende al deber de adaptar, tomar medidas y remover obstáculos para una efectiva y oportuna 
protección judicial. En esa lógica, debe considerarse también que, aun cuando no esté previsto expresamente 
en la legislación de amparo para estos casos una excepción al principio de definitividad que rige su 
procedencia, consistente en agotar necesaria y previamente los recursos ordinarios, la situación de 
vulnerabilidad en que se encuentran quienes piden refugio conduce a que debe realizarse una interpretación 
y aplicación de las normas de procedencia del juicio de amparo indirecto que favorezca la más efectiva y 
oportuna protección judicial de sus derechos, de modo que el rigor de tal principio de definitividad debe 
mitigarse para favorecer la procedencia del juicio si ante el caso particular de que conoce el juzgador 
concurren circunstancias específicas que suponen un riesgo o una afectación significativa de sus derechos 
humanos, como pudieran ser a la integridad personal, la salud, la educación, la dignidad o el interés superior 
de los derechos de la infancia, entre otros, a fin de maximizar el derecho a la tutela judicial efectiva y permitir 
la más efectiva protección de los derechos humanos. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 124/2019. 30 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretaria: 
Tania Pamela Campos Medina. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA (II Región)2o.2 L (10a.) 
 
PRIMA DE ANTIGÜEDAD DE LOS TRABAJADORES DEL COLEGIO DE BACHILLERES DEL ESTADO DE 
QUERÉTARO. SU PAGO DEBE REALIZARSE AL MOMENTO DE APROBARSE SU PREJUBILACIÓN O PREPENSIÓN, 
CUANDO NO SE HAYA OPTADO POR RECIBIRLA EN UN MOMENTO DIVERSO. De la interpretación estricta del 
artículo 32, fracción X, del convenio laboral que contiene las condiciones generales de los trabajadores del 
Colegio de Bachilleres del Estado de Querétaro 2005-2006, en relación con los transitorios primero y cuarto 
del convenio laboral 2017-2018, se concluye que es una obligación del citado organismo descentralizado 
otorgar la prima de antigüedad a sus pensionados o jubilados al momento de hacer uso de la prejubilación o 
prepensión, y sólo en el caso de que el trabajador haya elegido que se le otorgue al momento en que sea 
publicada su jubilación o pensión por vejez en el Periódico Oficial "La Sombra de Arteaga", entonces deberá 
atenderse a esta última fecha. De esta forma, en caso de que el trabajador no haya elegido en su escrito 
petitorio cuándo desea recibir su prima de antigüedad, debe atenderse, en sentido estricto, a la primera parte 
de dicha norma que dispone "Se otorgará la prima de antigüedad a pensionados o jubilados al momento de 
hacer uso de la prejubilación o prepensión...". Interpretación que guarda congruencia con la finalidad de los 
contratos colectivos de trabajo que tienen su razón de ser en mejorar las condiciones en que se presta el 
servicio en comparación con las estipuladas en la ley, pues no se justificaría la existencia de éste, si sólo se 
repiten los derechos mínimos que ya se prevén en la legislación respectiva. Luego, si en el artículo 150 de la 
Ley de los Trabajadores del Estado de Querétaro, ya se prevé el reconocimiento de pago de todas las 
prestaciones con motivo de la terminación de la relación laboral al momento en que se publica el Decreto 
respectivo en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Querétaro "La Sombra de Arteaga"; entonces, la 
cláusula en cita sólo encuentra razón de ser en tanto mejore dicha situación, esto es, que se otorgue el citado 
beneficio, en principio, desde el momento en que se reconoce su derecho a la prejubilación o prepensión, 
salvo que el trabajador haya optado por recibirla en otro momento. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA SEGUNDA REGIÓN. 
 
Amparo en revisión 323/2019 (cuaderno auxiliar 780/2019) del índice del Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y de Trabajo del Vigésimo Segundo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla. Miguel Alfredo Arvizu Feregrino. 8 de 
noviembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Ana Elena Suárez López, secretaria de tribunal autorizada para 
desempeñar las funciones de Magistrada. Secretario: Marco Antonio López González. 
 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA VI.3o.A.64 A (10a.) 
 
NOTIFICACIÓN POR BUZÓN TRIBUTARIO. ES ILEGAL LA QUE SE PRACTICA POR ESA VÍA DESPUÉS DE QUE LA 
PERSONA NO ESTÉ INSCRITA EN EL REGISTRO FEDERAL DE CONTRIBUYENTES. El artículo 17-K del Código 
Fiscal de la Federación preceptúa de manera clara que todo aquel que esté inscrito en el Registro Federal de 
Contribuyentes tendrá asignado un buzón tributario, consistente en un sistema de comunicación electrónico 
ubicado en la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, a través del cual: I. La autoridad 
fiscal realizará la notificación de cualquier acto o resolución administrativa que emita, y II. Los contribuyentes 
presentarán promociones, solicitudes, avisos o darán cumplimiento a requerimientos de la autoridad. Por 
tanto, la validez de la comunicación por ese medio electrónico está relacionada íntimamente con la vigencia 
de la inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes, de ahí que no es válido comunicar alguna 
determinación de la autoridad fiscal por medio del buzón tributario a quien no está inscrito en el Registro 
Federal de Contribuyentes o deje de estarlo por cualquier razón, sino que en este caso debe ordenarse la 
notificación de forma personal, de acuerdo con los lineamientos previstos en los numerales 134, 136 y 137 
del Código Fiscal de la Federación, ya que con ello se tutela la seguridad jurídica de la persona a quien está 
dirigida la comunicación oficial, pues el objetivo de una notificación es que se entere el contribuyente de la 
resolución emitida por la autoridad hacendaria. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 297/2018. Consorcio Hego, S. de R.L. de C.V. (sociedad mercantil en liquidación). 9 de enero de 2020. 
Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Raúl Andrade Osorio. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.6o.A.23 A (10a.) 

 
NORMAS OFICIALES MEXICANAS. CUANDO LA AUTORIDAD APLICA UNA SANCIÓN CON MOTIVO DE UNA INFRACCIÓN 
A LAS MISMAS, FUNDÁNDOSE EN UNA NORMA OFICIAL CUYO QUINQUENIO ORIGINAL DE EFICACIA TEMPORAL 
(CONTADO A PARTIR DE SU PUBLICACIÓN) YA FENECIÓ, ES PARTE DE SU DEBER DE FUNDAR Y MOTIVAR CERCIORARSE 

Y RAZONAR SI FUE PRORROGADA LA VIGENCIA DE DICHA NORMA. De acuerdo con el artículo 51 de la Ley Federal 
sobre Metrología y Normalización, las normas oficiales mexicanas tienen una vigencia de 5 años a partir de su 
publicación, plazo que únicamente puede extenderse cuando éstas se revisen y se notifiquen al Secretariado 
Técnico de la Comisión Nacional de Normalización los resultados de dicha revisión dentro de los 60 días 
posteriores a la terminación del periodo quinquenal y, en caso de que no se realice la notificación, éstas 
perderán su vigencia. Por ello, si bien como regla general el derecho no es materia de prueba, en caso de que 
se impute al particular la infracción administrativa de una norma oficial mexicana cuyo quinquenio original de 
vigencia ya concluyó, para salvaguardar el derecho a la legalidad y la seguridad jurídica de los particulares, 
debe considerarse que es deber de la autoridad demostrar que esas normas se encontraban vigentes al 
momento de la comisión de la infracción y que se cumplieron los extremos del artículo 51 de la Ley Federal 
sobre Metrología y Normalización para considerarse exigibles, pues dichas normas nacen a la vida jurídica con 
una vigencia limitada, siendo que la prórroga de su vigencia se encuentra sujeta a condiciones de hecho muy 
particulares, distintas a las de su emisión, cuya realización o certeza de su realización y, por ende, de su eficacia 
jurídica, no es algo de lo que pueda fácilmente cerciorarse el particular sancionado. Más bien, y por lo antes 
dicho, tal proceder –la verificación de la prórroga de la eficacia temporal de la norma– forma parte de los 
deberes de fundamentación y motivación del acto que sanciona una conducta infractora de las mismas lo que, 
además, resulta de mayor importancia y trascendencia a la luz del principio de tipicidad que rige también en 
las sanciones administrativas, pues es de explorado derecho que dichas sanciones no pueden basarse en la 
infracción de normas administrativas que no se encuentran vigentes. Así, la ausencia de la antes anotada 
fundamentación y motivación no tiene por qué ser subsanada por las Salas del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa al estudiar la legalidad de las sanciones, sino que, en todo caso, debe llevar a que se decrete 
que se incurrió en el vicio de legalidad apuntado, lo que conculca el principio de legalidad previsto en los 
artículos 14 y 16 de la Constitución Federal. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 745/2017. 31 de enero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. 
Secretario: Alberto Ramírez Jiménez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA II.3o.P.79 P (10a.) 
 
INIMPUTABLE. ASPECTOS Y PRUEBAS A TOMAR EN CONSIDERACIÓN AL IMPONER UNA MEDIDA DE 
SEGURIDAD Y SU DURACIÓN. Bajo el enfoque de derechos humanos que prevé el artículo 1o. constitucional, 
a efecto de que el órgano jurisdiccional de instancia pueda imponer una medida de seguridad justa y adecuada 
a un inimputable, es necesario que durante el proceso se desahoguen experticias en diversas disciplinas que 
permitan al juzgador establecer el tratamiento más adecuado y su duración; razón por la cual, el órgano 
jurisdiccional debe allegarse, incluso de forma oficiosa, de elementos objetivos que le permitan establecer de 
manera racional tales circunstancias. En ese sentido, cuando al analizar la sentencia definitiva emitida contra 
un inimputable, se advierta la ausencia de medios de prueba tendentes a establecer cuál es el tratamiento 
que necesita el inimputable y su duración, la responsable debe ordenar la reposición del procedimiento, y en 
vía incidental, dar vista al quejoso, su tutor definitivo y su defensor, para que manifiesten lo que al derecho 
del primero corresponda, y en el menor tiempo posible se realice la práctica de los dictámenes periciales 
conducentes, se incorporen al proceso, y se hagan las investigaciones necesarias que permitan al juzgador 
establecer y pronunciarse acerca del tratamiento psiquiátrico integral que requiere el sentenciado, acorde 
con su padecimiento y grado de inimputabilidad, así como la manera y periodicidad bajo las cuales habrá de 
revisarse. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 12/2017. 26 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: María de Lourdes Lozano Mendoza. 
Secretaria: Blanca Amparo Arizmendi Orozco. 
 
Amparo directo 138/2019. 5 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: María de Lourdes Lozano Mendoza. 
Secretario: Ricardo Ilhuicamina Romero Mendoza. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.15o.C.71 C (10a.) 
 
ESTUDIOS PSICOLÓGICOS A MENORES. DEBE CONCEDERSE LA SUSPENSIÓN, NO ASÍ A LOS PADRES. El 
derecho a la salud mental de los niños es un derecho fundamental protegido por el artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por la Convención sobre los Derechos del Niño, el cual 
debe ser interpretado de acuerdo al interés superior del niño que supone medidas de protección reforzadas 
a cargo del Estado. Lo anterior supone que cualquier acto dentro de juicio que pudiera afectar su salud mental 
debe considerarse como de imposible reparación. Bajo tales premisas, por regla general, contra la resolución 
que pretenda resolver sobre la guarda y custodia de un menor, procede conceder la suspensión, para que las 
cosas se mantengan en el estado en que se encuentran, entre tanto se falle el fondo del amparo y su 
concesión, de ser procedente según las condiciones particulares del caso, procede sin fianza. Lo expuesto 
revela que en los casos donde se discute sobre la guarda y custodia de menores es posible ordenar que las 
cosas se mantengan en el estado en que se encuentran hasta en tanto se falle el fondo del asunto. En la 
especie, aunque los actos reclamados no resuelven en definitiva sobre la guarda y custodia, tienden a definir 
esa situación con la práctica de estudios psicológicos que pudieran ser dañinos para el desarrollo de la menor 
por los argumentos que se alegan en el escrito de demanda, respecto de la violencia intrafamiliar que dice la 
peticionaria de garantías el padre de la menor ejerce respecto de la niña; de ahí que el énfasis debe centrarse 
en preservar su integridad emocional más que en los beneficios que pudieran resultar posteriormente de esos 
estudios. Ello en aras de proteger el interés superior de la menor cuando las condiciones bajo las cuales se 
discuta sobre su guarda y custodia puedan sufrir alguna afectación, al revivir episodios traumáticos y que 
estarían consumando irreparablemente los actos con el consecuente daño que pudiera causarle. Así, resulta 
que con la ejecución del acto reclamado sí se estarían causando daños de difícil reparación porque con ello se 
estaría vulnerando el derecho de la menor a la protección de su entorno y sus emociones, los cuales no sería 
posible restituir en caso de que llegaren a efectuarse los estudios psicológicos, pues la obtención de esa 
información mediante la instauración de una evaluación en su psique representa una afectación de imposible 
reparación aun en caso de obtener sentencia favorable. Sin embargo, debe negarse la suspensión provisional, 
respecto de la evaluación psicológica de su progenitora, pues de suspenderse la medida cautelar respecto de 
este punto se afectaría la posibilidad de mejorar el estado físico y emocional de los padres, así como la calidad 
de la convivencia con su menor hija. 
 
DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 37/2020. 29 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Ernesto Saloma Vera. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA XVI.1o.A.200 A (10a.) 

 

DERECHOS AGRARIOS. ATENTO AL PRINCIPIO DE CONSOLIDACIÓN QUE RIGE SU TRANSMISIÓN 
HEREDITARIA, NO ES POSIBLE QUE EL TRIBUNAL UNITARIO AGRARIO OFICIOSAMENTE DECLARE SUCESOR 
A UNA PERSONA EXTRAÑA A LA CONTROVERSIA. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver la contradicción de tesis 247/2009 instituyó, entre otras cosas, que la transmisión de los 
derechos sucesorios agrarios –sea testamentaria o intestamentaria– es válida hasta que se formalice su 
adjudicación, ya sea a través de la sentencia dictada en un juicio contencioso o mediante el procedimiento de 
jurisdicción voluntaria ante la autoridad agraria registral, con lo cual reiteró el criterio atinente a que, en 
materia agraria, contrario a lo que sucede en materia común, la muerte del autor de la sucesión no implica la 
transmisión de derechos ejidales de pleno derecho al sucesor designado en la lista que obra en el Registro 
Agrario Nacional o la que se formalizó ante fedatario público, sino que es necesario llevar a cabo su 
consolidación, lo cual obliga al interesado a instar lo conducente. Sobre esas premisas, se deduce que al 
resolver una controversia sucesoria, el tribunal agrario debe limitarse a determinar a quién de los litigantes le 
asiste mejor derecho a suceder al ejidatario fallecido, o bien, si todos los contendientes tienen ese derecho, 
atendiendo a la prelación instituida en el artículo 18 de la Ley Agraria, pero no le está permitido hacer un 
pronunciamiento en el que, de oficio, reconozca el mejor derecho a suceder en favor de un tercero extraño al 
proceso, atento al mencionado principio de consolidación. En todo caso, si con base en los medios de prueba 
ofrecidos vislumbra que el mejor derecho a suceder puede recaer en una persona que no es parte en el 
proceso, podrá prevenir a las partes para que, de ser su deseo, enderecen en su contra la acción sucesoria, 
haciéndola venir a juicio, o bien, puede oficiosamente llamarla al proceso como tercero con interés, a fin de 
que las partes puedan alegar lo que a su derecho convenga en torno a su presunta calidad de heredero 
preferente. Esa conclusión no riñe con el diverso principio de que en materia agraria las sentencias deben 
dictarse a verdad sabida, apreciando los hechos y los documentos en conciencia, pues no implica que el 
juzgador agrario pueda hacer procedentes acciones no planteadas por las partes, menos aún, que pueda 
emitir un pronunciamiento en el que reconozca un derecho sustantivo en favor de un tercero que no intervino 
en el proceso y que, por lo mismo, no instó la acción correspondiente. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 310/2019. Cruz Adolfo Rojas Rentería y otro. 31 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: Nelson Jacobo Mireles Hernández. 
 
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 247/2009 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, abril de 2010, página 737, con número de 
registro digital: 22152. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.6o.A.10 A (10a.) 
 
DERECHO A CITAR. SU USO LEGÍTIMO EN OBRAS DE NATURALEZA VARIADA. Al valorarse el uso legítimo de 
la cita o de determinarse si una determinada reproducción o utilización puede considerarse amparada bajo el 
derecho a citar, resulta relevante que se considere la naturaleza, los medios y el contexto en que se realiza la 
cita, en especial tomando en cuenta el tipo de obra en que ésta se realiza, así como el tipo de obra que es 
citada, de manera que se verifique que la cita se realice, ya sea en el mismo medio o forma en que se 
encuentra, utiliza, conoce o aprecia la obra citada o de alguna otra forma que permita que, al apreciarse la 
obra que hace la cita, haya claridad para quien la ve, escucha o lee, de que esa específica porción es, en efecto, 
una parte de la creación o pensamiento de otro. Esto es, de caso en caso, habrá que atender a la naturaleza y 
forma de apreciación tanto de la obra en que se realiza la cita (segunda obra), sea literaria, pictográfica, sonora 
o lo que fuere, así como a la naturaleza de la obra citada, resultando definitorio que se pueda concluir que, 
aun cuando la obra que cita (segunda obra) sea de una naturaleza distinta a la de la obra citada, el lector, 
espectador o escucha de la segunda obra puede apreciar e identificar que determinada parte de lo que 
perciben sus sentidos proviene de otros creadores o pensadores, identificados, y no de quien se lo está 
presentando, finalidad que debe ser satisfecha por ser esencial al derecho autoral, aun en sus normas de 
excepción, de modo que, de lograrse y siempre que se reúnan los demás extremos marcados por el artículo 
148, fracción I, de la Ley Federal del Derecho de Autor, se podrá concluir que se trata de una utilización 
legítima de otra obra, realizada al amparo del derecho a citar. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 43/2019. 29 de agosto de 2019. Mayoría de votos. Disidente: Froylán Borges Aranda. Ponente: María 
Amparo Hernández Chong Cuy. Secretaria: Maribel Castillo Moreno. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.6o.A.9 A (10a.) 
 

DERECHO A CITAR. CONSTITUYE UNA EXCEPCIÓN A LA REGLA GENERAL DE QUE ES NECESARIO OBTENER 
AUTORIZACIÓN DEL TITULAR DEL DERECHO DE AUTOR CUYA OBRA SE UTILIZA O REPRODUCE 
PARCIALMENTE, QUE SE JUSTIFICA EN FUNCIÓN DE SITUACIONES DE ORDEN PÚBLICO Y NO LUCRATIVAS, 
CUYA CONCRECIÓN DEBE RESPETAR LA ESENCIA DEL DERECHO AUTORAL. La normativa internacional y 
nacional de la propiedad intelectual, en su vertiente de derecho autoral, que protege las expresiones y 
producciones científicas, literarias o artísticas, reconoce y manda garantizar a favor de los creadores los 
derechos morales y patrimoniales sobre sus obras; de modo que, en general, el sistema normativo está 
construido en torno a hacer efectivos sus derechos en ambas vertientes, estableciéndose como manifestación 
de este derecho humano la regla de que las obras no puedan ser reproducidas o utilizadas sin autorización de 
sus titulares, así como lo consecuente respecto al derecho patrimonial inherente. No obstante, la legislación 
establece hipótesis en las que tales autorizaciones o remuneraciones no son necesarias, mismas que, por lo 
antes dicho en torno a la protección de los creadores, deben ser consideradas normas de excepción, con todo 
el rigor interpretativo y de aplicación que ello supone. Estos casos persiguen el propósito de permitir o 
contribuir a la expresión y propagación de las ideas, del conocimiento, del arte y la cultura en la sociedad o 
algún otro objeto no lucrativo y de interés público y, correlativamente, resultan limitativas de los derechos de 
los creadores, en tanto que sus obras sean utilizadas para tales objetivos. En este contexto, a modo de norma 
de excepción, es que el artículo 148 de la Ley Federal del Derecho de Autor permite que las obras literarias y 
artísticas ya divulgadas puedan utilizarse, sin autorización del titular del derecho patrimonial y sin 
remuneración, siempre que no se afecte la explotación normal de la obra, citando invariablemente la fuente 
y sin alterar la obra y, particularmente, en la fracción I del mismo precepto, establece el llamado "derecho de 
cita", que permite la utilización de obra ajena siempre que la cantidad tomada no pueda considerarse como 
una reproducción simulada y sustancial del contenido de la obra. Por lo antes dicho, el derecho a citar debe 
ser interpretado de manera que su concreción en los casos particulares no lo aparte de su sentido y fin último, 
así como procurando hacer efectivo, respetar y garantizar el derecho humano detrás, lo que supone tener 
presente en todo momento que estas normas de excepción del derecho autoral tienen en su esencia que no 
se lucre con la creatividad o pensamiento ajeno y que quien aprecie la obra que hace la cita (la segunda obra) 
pueda identificar y reconocer qué es creación o pensamiento propio del presentador y qué es de otros, y dar 
así el crédito y reconocimiento a quien lo originó. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 43/2019. 29 de agosto de 2019. Mayoría de votos. Disidente: Froylán Borges Aranda. Ponente: María 
Amparo Hernández Chong Cuy. Secretaria: Maribel Castillo Moreno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA V.3o.P.A.2 K (10a.) 

 

CONTROL CONCENTRADO DE CONSTITUCIONALIDAD. SU EJERCICIO EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, 
DEPENDE DE LA SUBSISTENCIA DEL ACTO DE APLICACIÓN RESPECTIVO. Como ha sido criterio reiterado del 
Máximo Tribunal del País, la hermenéutica del control difuso de constitucionalidad susceptible de practicarse 
por los tribunales de jurisdicción ordinaria, se constriñe exclusivamente a la inaplicación de las previsiones 
normativas contenidas en leyes secundarias, cuando a partir de la realización de un ejercicio comparativo 
entre éstas y la parte dogmática del Pacto Federal o las convenciones internacionales de las que el Estado 
Mexicano forma Parte, se concluya que las primeras resultan transgresoras de las prerrogativas 
fundamentales de la persona humana; obligación que subyace en el juicio de amparo directo a través del 
control concentrado de constitucionalidad, cuando por omisión o por virtud de un análisis expresamente 
efectuado, la autoridad del orden común considera que el precepto reglamentario en cuestión no contraviene 
los derechos humanos del justiciable. Sin embargo, en este último supuesto dicho ejercicio está condicionado 
a la subsistencia de la resolución en que fue aplicada la ley secundaria, toda vez que de no ser así, el estudio 
de constitucionalidad que se realice resultaría inocuo, ante la imposibilidad de concretar los efectos de una 
eventual concesión del amparo. Máxime cuando la nulidad decretada respecto del acto de aplicación 
primigenio deriva del ejercicio de una facultad discrecional pues, en esta hipótesis, no existe certeza de si la 
afectación será o no reiterada. Criterio que encuentra justificación en las reglas propias del juicio de amparo 
directo, de acuerdo con las cuales el acto de imperio que se somete al ejercicio de control de 
constitucionalidad, no lo es la norma en sí misma, sino la resolución emitida por el tribunal ordinario, que 
denegó u omitió ejercer un control difuso; de manera tal que los efectos de una eventual concesión del 
amparo en su vertiente directa, no recaen sobre el precepto legal que se estima inconstitucional o 
inconvencional en sí mismo, sino sobre el acto administrativo, el cual deberá prescindir de la aplicación de la 
norma de que se trate. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 132/2019. Compañía Operadora Ahis, S.A. de C.V. 13 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Miguel Ángel Betancourt Vázquez. Secretario: José Antonio Castilla Macías. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



  
 
  
   
   
 
 

 
Rectoría 

Oficina del Abogado General 
Jefatura de Asuntos Constitucionales y Normativa Universitaria 

 
519 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.11o.T.50 L (10a. 
 
AYUDA PARA MATERIAL DIDÁCTICO. CONSTITUYE UNA PRESTACIÓN QUE INTEGRA EL SALARIO DEL PERSONAL 
ACADÉMICO DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO. La prestación denominada ayuda para material 
didáctico, prevista en la cláusula 101 del Contrato Colectivo de Trabajo del Personal Académico de la Universidad Nacional 
Autónoma de México, bienio 2013-2015, forma parte del salario integrado de dichos trabajadores, en razón de que se 
entrega de manera ordinaria, y su otorgamiento no se encuentra condicionado a que se efectúen y se comprueben gastos 
por el mismo concepto, sino que se paga por el simple hecho de que el trabajador cumpla sus obligaciones laborales, de 
tipo académico, pues los términos en que se encuentra pactada la prestación, permite a los trabajadores su libre 
disposición. Dicha conclusión es acorde con el criterio adoptado por la Segunda Sala del Máximo Tribunal en la 
jurisprudencia 2a./J. 35/2002, donde se determinó que la "ayuda para transporte" es un concepto integrante del salario, 
dado que la ayuda para material didáctico goza de la misma naturaleza. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 1078/2019. Universidad Nacional Autónoma de México. 16 de enero de 2020. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ángel Ponce Peña. Secretario: Luis Fernando Alfaro Palavicini. 
 
Amparo directo 1326/2019. Universidad Nacional Autónoma de México. 10 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ángel Ponce Peña. Secretario: Luis Fernando Alfaro Palavicini. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 35/2002, de rubro: “SALARIO. LA AYUDA PARA TRANSPORTE. ES PARTE INTEGRANTE 
DEL MISMO.” citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, 
mayo de 2002, página 270, con número de registro digital: 186852. 
 
El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 3/2020, pendiente de 
resolverse por el Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.4o.A.189 A (10a.) 

 

ACOSO LABORAL (MOBBING) Y TRATO DISCRIMINATORIO. EN LOS PROCEDIMIENTOS SUSTANCIADOS ANTE 
LAS COMISIONES DE DERECHOS HUMANOS BASTA QUE SE ACREDITE INDICIARIAMENTE LA CONDUCTA 
CONFIGURATIVA DE ACOSO LABORAL PARA QUE CORRESPONDA AL DENUNCIADO LA CARGA PROCESAL DE 
DEMOSTRAR LOS HECHOS Y LAS CIRCUNSTANCIAS QUE EXCLUYAN O IMPIDAN CONSIDERAR QUE ESA 
CONDUCTA ES VIOLATORIA DE DERECHOS FUNDAMENTALES. El acoso laboral (mobbing) en su vertiente 
vertical descendente es una modalidad de trato discriminatorio que se presenta cuando el superior jerárquico 
de la víctima, en su calidad de persona trabajadora o servidora pública, la sujeta a uno o varios patrones de 
conducta que implican el propósito de intimidarla, amedrentarla o afectarla emocional o intelectualmente, 
de excluirla de la organización, o simplemente de satisfacer la necesidad del hostigador de agredir, controlar 
o destruir, mediante una serie de actos o comportamientos hostiles, como la exclusión total de cualquier labor 
asignada a la víctima, agresiones verbales en su contra, la asignación de trabajos degradantes, innecesarios o 
sin valor o utilidad, la imposición de cargas de trabajo excesivas, no dotarla de los elementos indispensables 
para que despliegue la función que tiene asignada, el aislamiento de sus compañeros, el cambio de puesto sin 
previo aviso o el cambio de localidad donde debe prestarse el servicio. En los procedimientos sustanciados 
ante la Comisión Nacional de los Derechos Humanos o las comisiones estatales de derechos humanos con 
motivo de las quejas presentadas por este género de conductas, la autoridad encargada de la sustanciación y 
la resolución debe atender a los hechos denunciados y velar por el respeto a los derechos humanos y, en razón 
de la naturaleza de éstos, debe tener en consideración que basta que se acrediten en forma indiciaria la 
relación laboral o de servicio público y alguna de las conductas mencionadas para que recaiga sobre la parte 
denunciada la carga procesal de demostrar tanto la necesidad y la racionalidad de la decisión, como los hechos 
y las circunstancias que impidan o excluyan la calificación de esas conductas como violatorias de derechos 
fundamentales, en atención a que es el denunciado quien estaría en condiciones de conocerlos y, en su caso, 
de demostrarlos. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 376/2019. Marco Antonio Mendoza Arellano. 16 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: 
Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Carlos Luis Guillén Núñez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.11o.T.47 L (10a.) 

 

ABUSO DEL PROCESO. EXISTENCIA Y ALCANCES EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL MEXICANO. El abuso del 
proceso es una institución jurídica que se encuentra prevista dentro del procedimiento laboral, en una 
cláusula general de "buena fe" y "corrección procesal" contenida en el artículo 891 de la Ley Federal del 
Trabajo, vigente a partir del 10 de diciembre de 2012, y derogado el 1 de mayo de 2019, donde se faculta a 
los tribunales del trabajo para imponer multas a las partes que se hayan conducido con dolo o mala fe en la 
sustanciación del proceso. Si bien dicha disposición normativa sanciona el abuso del proceso, en principio, con 
la imposición de castigos pecuniarios a los sujetos responsables, esa circunstancia no excluye la posibilidad de 
que se tomen o adopten otro tipo de medidas de carácter procesal para contrarrestar los daños ocasionados 
por tales conductas, dado que en el procedimiento laboral existen condiciones para ello; esto es, por una 
parte, la cláusula general de buena fe aprueba el castigo de los actos procesales abusivos y, por otra, el 
principio de verdad sabida y buena fe guardada, que estatuye la prevalencia de la verdad material sobre la 
verdad formal en la resolución de las controversias laborales, otorga la posibilidad de que esas sanciones se 
hagan a través de remedios procesales, pues de esta manera es posible deshacerse de los obstáculos que 
impiden resolver un conflicto más apegado a la realidad, atendiendo al fin de justicia social que subyace en 
dicho principio. En esa medida, no existe una línea clara con la cual se puedan categorizar o precisar las formas 
en que deben castigarse procesalmente los abusos del proceso cometidos por las partes, dado el universo de 
particularidades que pueden darse en cada caso donde se presente un acto de esta naturaleza; sin embargo, 
lo que sí se puede establecer es la factibilidad que existe en el procedimiento laboral para introducir este tipo 
de medidas tendentes a corregir los actos abusivos. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 552/2019. Fernando Nava Delgadillo. 20 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Ángel 
Ponce Peña. Secretario: Luis Fernando Alfaro Palavicini. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.11o.T.6 K (10a.) 
 
ABUSO DEL PROCESO. ELEMENTOS QUE LO CONFIGURAN. El abuso del proceso es una institución jurídica 
que encuentra su fundamento en los principios de "buena fe" y "corrección procesal", y que puede definirse 
como el ejercicio impropio, incorrecto o distorsionado de una situación procesal activa de la que hace uso el 
autor del comportamiento calificado como abusivo. Dicha figura jurídico-procesal tiene como fin corregir los 
actos abusivos cometidos por las partes dentro del proceso y contrarrestar los efectos dañinos que los mismos 
provocan. En términos generales, para que se configure un abuso del proceso, es necesario que se den, al 
menos, los siguientes elementos: 1) la conducta desplegada por el sujeto responsable tiene que actualizarse 
en un contexto donde exista un cierto margen de discrecionalidad en la elección de los fines buscados con el 
remedio procesal, dado que los actos abusivos corresponden al incorrecto ejercicio de un poder de decisión, 
y sólo es posible hablar de abuso cuando la conducta se da en una situación de elección que pueda ser 
calificada como propia o impropia; 2) el objetivo buscado a través del instrumento procesal tiene que ser 
ajeno a los fines legítimos perseguidos por este mismo y, además, causar un daño injustificado a la persona, 
ya que de sólo provocar su efecto natural, incluso perjudicial, se estaría frente a un acto legítimo y, por ende, 
no abusivo; 3) debe de existir necesariamente la voluntad del sujeto responsable de perseguir fines ilegítimos 
y dañosos para alguien, provocando consecuencias adicionales a los efectos típicos del acto ejecutado, pues 
de otro modo, no puede entenderse la existencia de acto abusivo sin intención. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 552/2019. Fernando Nava Delgadillo. 20 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Ángel 
Ponce Peña. Secretario: Luis Fernando Alfaro Palavicini. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


